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PROYECTOS DE LEY 

Expediente N. º19.006 

REFORMA DEL ARTÍCULO 81 BIS DEL CÓDIGO MUNICIPAL, N. º7794, DE 30 DE ABRIL DE 
1998 Y SUS REFORMAS 

Expediente Nº 19.012 
LEY DE SERVICIOS DE LA SOCIEDAD DE LA INFORMACIÓN (LEY DE COMERCIO 
ELECTRÓNICO) 
Expediente N. º19.035 

REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 37 Y 38 DE LA LEY N. º 8495, LEY GENERAL DEL SERVICIO 
NACIONAL  DE SALUD ANIMAL 

Expediente Nº 19.036 

SE CAMBIA EL USO Y NATURALEZA DE UN BIEN INMUEBLE PROPIEDAD DE LA 
MUNICIPALIDAD DE GOICOECHEA Y SE AUTORIZA PARA QUE LO DONE A LA UNIÓN 
NACIONAL DE GOBIERNOS LOCALES 

Expediente N. º19.057 

AUTORIZACIÓN AL ESTADO (INSTITUTO NACIONAL DE VIVIENDA Y URBANISMO) PARA 
QUE DONE DE SU PROPIEDAD: TRES TERRENOS A LA ASOCIACIÓN HOGAR PARA 
ANCIANOS DE SAN RAMÓN-ALAJUELA 

Expediente Nº 19.047 
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LEY DE LICENCIAS PARA ACTIVIDADES LUCRATIVAS DEL CANTÓN DE TILARÁN 

Expediente Nº 19.060 

FORTALECIMIENTO DEL CENTRO COSTARRICENSE DE PRODUCCIÓN CINEMATOGRÁFICA 

Expediente N.° 19.062 

MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 380 DEL CÓDIGO PENAL, LEY N. º4573 DE 4 DE MAYO DE 1970 Y 
SUS REFORMAS. LEY PARA COMBATIR LA DISCRIMINACIÓN, LA INCITACIÓN AL ODIO Y LA 
APOLOGÍA DEL ODIO Y LA DISCRIMINACIÓN 

Expediente Nº 19.065 

REFORMA DEL ARTÍCULO 20 DE LA LEY Nº 7593, DE5 DE AGOSTO DE 1996, LEY DE 
LAAUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS (ARESEP) 

Expediente Nº 19.076 

LEY DE MODERNIZACION DE LAS FERIAS DEL AGRICULTOR Y DEROGATORIA DE LA LEY 

DE REGULACIÓN DE LAS FERIAS DEL AGRICULTOR, LEYNº 8533, DE 18 DE JULIO DE 2006 

Expediente Nº 19.077 

AUTORIZACIÓN A LA MUNICIPALIDAD DE HEREDIA PARA QUE DESAFECTE, SEGREGUE Y 
DONE UN TERRENO DE SU PROPIEDAD AL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA 

Expediente Nº 19.078 

REFORMAS DE VARIOS ARTÍCULOS DE LA LEY REGULADORA DEL SERVICIO PÚBLICO DE 
TRANSPORTE REMUNERADO DE PERSONAS EN VEHÍCULOS EN LA MODALIDAD DE TAXI 
LEY Nº 7969 Y SUS REFORMAS 

Expediente Nº 19.102 

AUTORIZACIÓN AL MINISTERIO DE JUSTICIA Y PAZ PARA SEGREGAR Y DONAR UN LOTE 
Y AL ESTADO A DONAR UN INMUEBLE A LA MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA PARA QUE 
SE DESTINEN AL USO PÚBLICO DE POLIDEPORTIVO, ÁREA DE USO COMUNAL, PARQUE 
Y RECREACIÓN 

Expediente Nº 19.103 

REFORMA DE LA LEY Nº 7593, LEY DE LA AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS 
PÚBLICOS (ARESEP) 

Expediente Nº 19.112 

LEY DE GOBIERNO Y TECNOLOGÍAS DIGITALES 



Expediente N. º19.113 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

Expediente Nº 19.114 

LEY PARA PROMOVER LA COMUNICACIÓN DE LA ACTIVIDAD PARLAMENTARIA 

Expediente Nº 19.118 

LEY DE INCENTIVOS PARA EL USO DE TECNOLOGÍAS Y ENERGÍAS LIMPIAS Y 
ADQUISICIÓN DE PANELES SOLARES 

Expediente N.° 19.121 

LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 79 DEL CÓDIGO MUNICIPAL LEY N. º 7794 

Expediente N° 19.123 

TRANSPARENCIA DE LAS CONTRATACIONES ADMINISTRATIVAS POR MEDIO DE LA 
REFORMA DEL ARTÍCULO 40 DE LA LEY Nº 7494, CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA, DE 2 
DE MAYO DE 1995, Y SUS REFORMAS 

Expediente Nº 19.125 

DEROGATORIA DE LA DIRECCIÓN DE INTELIGENCIA Y SEGURIDAD DEL ESTADO Y 
REFORMA DE LA LEY GENERAL DE POLICÍA LEY Nº 7410, DE 26 DE MAYO DE 1994, Y 
SUS REFORMAS 

Expediente N.° 19.129 

REFORMA DE LA LEY ORGÁNICA DEL COLEGIO DE MÉDICOS Y CIRUJANOS, N. º3019, DE 
9 DE AGOSTO DE 1962 
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o Expediente Nº 19.118 

o Expediente N.° 19.121 
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PODER EJECUTIVO 

NO SE PUBLICAN DECRETOS EJECUTIVOS 

 

o ACUERDOS 

 MINISTERIO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA 

 MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 

o RESOLUCIONES 

 MINISTERIO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA 

DOCUMENTOS VARIOS 

DOCUMENTOS VARIOS 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 

EDICTOS 

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

RESOLUCIONES 

DC-041-2014. —Despacho Contralor. —San José, a las ocho horas veintiséis de mayo 
dos mil catorce. (…) 

RESUELVE 

Informar a la Administración Pública, los sujetos pasivos de su fiscalización y al público 
en general, que pueden presentar observaciones en el plazo de diez días hábiles 
contados a partir del día siguiente a la publicación de este comunicado, a la actualización 
de las “Normas generales de auditoría para el sector público”. Para lo anterior, pueden 
consultar el documento, así como presentar las observaciones, en el sitio Web 
institucional www.cgr.go.cr, ingresando al vínculo de “Servicios”, seguido de “Avisos al 
público”, o en el 5° piso del edificio principal de la Contraloría General, en la Secretaría 
Técnica de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa. 

RESOLUCIONES 

CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA 

CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA 

REMATES 
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 REMATES 

 AVISOS 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

 INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

 BANCO NACIONAL DE COSTA RICA 

 UNIVERSIDAD DE COSTA RICA 

 UNIVERSIDAD ESTATAL A DISTANCIA 

 SUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES 

AVISOS 

AVISOS 

NOTIFICACIONES 

NOTIFICACIONES 

BOLETÍN JUDICIAL 

SALA CONSTITUCIONAL 

SEGUNDA PUBLICACIÓN 

ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 

HACE SABER: 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, 
dentro de la acción de inconstitucionalidad número 14-008754-0007-CO que promueve 
Jorge Luis Urey Solano, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las catorce horas y cincuenta 
y nueve minutos del tres de junio del dos mil catorce. Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por Jorge Luis Urey Solano, cédula de residencia 
número 1-5580303080 para que se declare la inconstitucionalidad del Artículo 19 del 
Estatuto de Servicio Judicial, por estimarlo contrario al derecho de igualdad y no 
discriminación, al derecho al trabajo y el respeto a la dignidad humana y a los derechos 
consagrados en los artículos 19, 24, 50 y 68 de la Constitución Política. Se confiere 
audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República y a la Presidenta de 
la Corte Suprema de Justicia. La norma se impugna en cuanto dispone que todo 
funcionario judicial debe ser costarricense lo que a juicio del accionante resulta una 
discriminación laboral en razón de la nacionalidad. Se alega que el derecho de igualdad, 
se resume en el derecho a ser tratado igual que los demás en todas y cada una de las 
relaciones sociales, jurídicas y culturales. Además aun cuando el extranjero haya 
cumplido con todos los deberes se le discrimina vía estatuto y se limitan sus derechos 
como persona, solo por su condición, lo que desconoce su dignidad como persona. Esta 
acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación al accionante proviene del 
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recurso de amparo número 14-004717-0007-CO. Publíquese por tres veces consecutivas 
un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los 
procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado no se dicte 
resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso 
solo afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo 
impugnado y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es 
dictar sentencia o bien el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en 
que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es el 
dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son 
los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra 
el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la 
tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince 
días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes 
figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en 
los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber 
además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción 
Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-
91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma 
en general, sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. 
Notifíquese. /Gilbert Armijo Sancho, Presidente». 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad N° 14-008641-0007-CO 
que promueve Rebeca Chaves Rodríguez y otros, se ha dictado la resolución que 
literalmente dice: “Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, San José, a las 
nueve horas y cuarenta minutos del diez de junio del dos mil catorce. Se da curso a la 
acción de inconstitucionalidad interpuesta por Bernardita Alfaro Boza, portadora de 
la cédula de identidad N° 2-0701-0309; Gloriana Chavarría Solís, cédula de identidad 
N° 1-1565-0461; Melany SzyferCastillo, cédula de identidad N° 1-1485-0400; Rebeca 
Chaves Rodríguez, portadora de la cédula de identidad N° 1-1539-0855, y Álvaro 
Sagot Rodríguez, cédula de identidad N° 2-0365-0227; para que se declare 
inconstitucional la frase “Para calderas instaladas antes del 26 de marzo del 2007 el 
límite máximo de emisión permitido se mantiene en 220 mg/m3(PTM)” del artículo 
7° del Reglamento sobre la Emisión de Contaminantes Atmosféricos, Provenientes de 
Calderas y Hornos Tipo Indirecto, incorporada por Decreto Ejecutivo N° 37031-S-
MINAET-MTSS, por estimarla contraria a los artículos 21 y 50 de la Constitución 
Política. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la 
República y al Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE). La norma se impugna por 
cuanto la incorporación de dicha frase al Reglamento acrecienta la posibilidad de 
contaminar al permitir a aquellas calderas instaladas antes del 26 de marzo del 2007 
una emisión con un límite máximo de 220 mg/m3. Añaden que el Reglamento -
Decreto Ejecutivo N° 36551-S-MINAET-MTSS-, publicado en el año 2011, establecía 
una serie de parámetros para disminuir la contaminación del aire; pero al año 
siguiente por el Decreto Ejecutivo N° 37301-S-MINAET-MTSS se disminuyeron las 
exigencias y se permite más contaminación para calderas instaladas antes del 26 de 
marzo del 2007. Estiman que, con esa reforma al Reglamento, se incumple con la 
principal obligación de proteger la salud, el ambiente y la vida. Asimismo, continúan, 
se violenta el principio de progresividad por cuanto el nivel de protección ambiental 



ya alcanzado debe ser respetado y bajo ninguna circunstancia disminuido; el Poder 
Ejecutivo no puede bajar los estándares si ya había hecho los estudios durante varios 
períodos o años tal y como se señaló en el 2011 en el considerando 5 del Decreto. 
Agregan que la reforma al Reglamento también produce una violación al principio de 
objetivación ya que se permite un máximo de 220 mg/m3 a las calderas instaladas 
antes del 26 de marzo del 2007 sin hacerse un razonamiento científico que constara 
en el Reglamento o sus considerandos. Consideran que los límites máximos no deben 
determinarse según una fecha de instalación sino por categoría. Esta acción se 
admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación de los accionantes proviene 
del artículo 75 párrafo segundo de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en cuanto 
se trata de la defensa de intereses difusos. Publíquese por tres veces consecutivas un 
aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los 
procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se 
dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este 
aviso sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la 
aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos 
procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en 
el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en vía 
administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a 
agotar esa vía, que son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de 
reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas 
que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera 
inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la primera publicación del 
citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes 
a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo 
impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su 
procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de 
inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, 
que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y 
conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones Nos. 0536-91, 0537-
91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en 
general, sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. 
Notifíquese. /Gilbert Armijo Sancho, Presidente”. 

PRIMERA PUBLICACIÓN 

Para los efectos de los artículos 88 párrafo segundo y 90 párrafo primero de la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional, que en la Acción de Inconstitucionalidad que se tramita 
con el número 14-000248-0007-CO promovida por Defensoría de los Habitantes de la 
República contra los artículos 2 inciso 45), 81,82 Y 149 de la Ley número 9078 
denominada Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, se ha 
dictado el voto número 2014-008481 de las dieciséis horas y un minutos del once de 
junio del dos mil catorce, que literalmente dice: 

«Se declara con lugar la acción. En consecuencia, por ser contrarias a la 
Constitución Política, se anulan: a) la palabra “obligatoriamente” contenida 
en el texto del inciso 45) del artículo 2); b) el texto completo del artículo 81; 
c) el párrafo final del artículo 82, que dice: “Toda persona que solicite la 
emisión del permiso o de la licencia de conducir por primera vez, o su 



renovación, brindará una dirección electrónica para recibir notificaciones; 
caso contrario, el Cosevi asignará una DEV al conductor.” De igual forma, se 
anula también el texto del artículo 149, con excepción de su párrafo tercero 
en cuanto recoge obligaciones para las personas jurídicas dueñas de 
vehículos, no relacionadas directamente con el objeto de esta acción. De 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en el 
sentido de que esta declaratoria no afecta la validez y eficacia de las 
infracciones que hayan adquirido firmeza en sede administrativa y judicial. 
Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y 
publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Esta sentencia tiene efectos 
declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin 
perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este 
pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese 
este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese 
íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.» 

Se hace saber que la anulación, inconstitucionalidad o eliminación indicada, rige a 
partir del momento que se indica en la parte dispositiva del voto. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 14-005836-0007-
CO que promueve Adrián Villegas Fonseca, se ha dictado la resolución que literalmente 
dice: «Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las diez horas y 
treinta minutos del diez de junio del dos mil catorce. / Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por Adrián Villegas Fonseca, cédula de identidad 
número 0204760098, para que se declare inconstitucional el Decreto Ejecutivo N° 
29278-MINAE del 15 de enero de 2001, publicado en La Gaceta N° 30 del 12 de 
febrero del 2001, por estimarlo contrario a los artículos 11 y 50 de la Constitución 
Política. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la 
República y al Ministro de Ambiente y Energía. La norma se impugna por cuanto 
modifica y reduce los límites de la Zona Protectora Cerro de La Carpintera (creada 
mediante Decreto Ejecutivo N° 6112-A del 23 de junio de 1976), por medio de una 
norma de rango reglamentario, y sin que exista un estudio técnico o científico que 
justifique tal determinación. Alega el accionante que la Zona Protectora Cerro de La 
Carpintera se creó con el propósito de garantizar un aprovechamiento de recursos 
forestales de forma técnica, que permitiera su rendimiento continuo y el 
aseguramiento de los terrenos de vocación forestal, así como la preservación de áreas 
boscosas en resguardo del medio ambiente. Indica que por medio del Decreto 
Ejecutivo N° 29278-MINAE se modificó el Decreto Ejecutivo N° 6112-A, con el fin de 
incluir nuevos terrenos y excluir otros, por lo que se modificaron los límites de la Zona 
Protectora Cerro de La Carpintera y se redujo el área silvestre protegida. Señala que el 
artículo 38 de la Ley Orgánica del Ambiente (Ley N° 7554 de 4 de octubre de 1996) 
prevé la posibilidad de reducir la superficie de las áreas silvestres protegidas–incluidas 
las zonas protectoras-, pero únicamente por Ley de la República y después de 
realizarse los estudios técnicos que justifiquen tal medida. Afirma que tales requisitos 
no se han observado en el caso del Decreto Ejecutivo N° 29278-MINAE. Agrega que 
esta Sala ha emitido abundante jurisprudencia (sentencias 2007-011155, 2009-001056 
y 2010-014772) en el sentido que la inobservancia de tales requisitos supone una 
infracción al principio de reserva de ley y del derecho fundamental a un ambiente sano 



y ecológicamente equilibrado. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se 
refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación 
del accionante proviene del párrafo segundo del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, en tanto se acciona en defensa de intereses difusos, en resguardo del 
derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como del patrimonio 
natural del Estado. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín 
Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los procesos o procedimientos 
en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras 
la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos 
judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se 
advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o 
bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. 
Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la 
resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se 
inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto 
final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la 
tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince 
días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes 
figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, 
en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a 
fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su 
caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se 
hace saber además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de 
Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala 
(resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la 
vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y 
condiciones señaladas. Notifíquese. —Gilbert Armijo Sancho, Presidente». 
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